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CAMBIOS CONSTITUCIONALES EN GUERRERO:
¿ADAPTACIÓN AL ENTORNO O BRINDIS AL SOL?

Cristina Abril mORENO hERNÁNDEZ
Eudocio TÉLLEZ sANTIAGO

Secundino gONZÁLEZ mARRERO

1. EL PROCESO DE CAMBIO. LOS HECHOS

El 27 de octubre393 de 2012 el gobernador de Guerrero, Ángel Aguirre, envió 
al Congreso del Estado una iniciativa de reformas y adiciones a la Constitución local, 
cumpliendo así una promesa de campaña394 y cumpliendo, también, con una tradición 
mexicana según la cual han sido los titulares del Ejecutivo —federal y estatales— quie-
nes impulsan los cambios constitucionales (Carbonell, 2009: 114)395. La iniciativa, tras 
ser conocida por el pleno de la Cámara el 6 de noviembre, fue turnada a la Comisión de 
Estudios Constitucionales y Jurídicos. Tras los subsiguientes cambios y debates, el ple-
no del Congreso la aprobó por unanimidad de los miembros presentes.396

Tal y como establecen los mecanismos de reforma, el texto pasó después a discu-
sión en los municipios y finalmente, el 24 de abril de 2014, el Congreso aprobó el decre-

393 La fecha es significativa, ya que conmemora la formación oficial del Estado, en 1849. Los gobernantes 
locales suelen hacer uso de esa fecha para la toma de decisiones relevantes. 

394 “Propone Aguirre nueva Constitución que revoque a los gobernantes que no cumplan”. La Jornada de 
Guerrero, 16 de enero de 2011. En la misma fecha, el periódico también recoge la noticia de que el entonces 
diputado federal por el PT, Porfirio Muñoz Ledo, sería el consultor encargado de la preparación del proyec-
to de reformas, elaborado por una comisión coordinada por Marcial Rodríguez Saldaña. Muñoz Ledo plan-
teó la elaboración de una nueva carta magna para el estado debe tomar en cuenta la fuerza de los municipios, 
y planteó que “el origen de la soberanía está en el municipio, hay que devolverles el poder” Habría también 
que “privilegiar el derecho a decidir de los pueblos indígenas” y que “la democracia sea participativa, para lo 
cual deben quedar bien asentados los plebiscitos y los referendos, para que los pueblos tomen decisiones refe-
rentes a su forma de gobierno”.

395 “tanto el Poder Legislativo como el Judicial se desentendían del texto constitucional y dejaban toda la 
iniciativa de la materia al presidente de la República. Esto significaba que todas las reformas constitucionales 
tenían su origen en el presidente y que el texto de la Carta Magna se solía interpretar tomando como base la 
exposición de motivos con que se acompañaba cada iniciativa de reforma”. 

396 En adelante, el texto enviado por el Gobernador será citado como Propuesta del Gobernador, PG, y el 
aprobado y vigente como Constitución del Estado de Guerrero, CEG. 
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to 243 que recoge las reformas, al tener constancia de su ratificación por 45 municipios, 
4 más de lo exigido por la norma. Dicha ratificación por parte de los ayuntamientos se 
llevó a cabo de modo muy fluido y sin apenas objeciones. La excepción vino de parte del 
Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) cuyo comité estatal emitió un comu-
nicado en el que instaba a los Cabildos municipales a rechazar el proyecto pues argüía 
que, entre otras desgracias, el nuevo texto degradaba los derechos humanos como “al tra-
bajo, la salud, al agua, a la alimentación” a la categoría de “derechos sociales, económi-
cos y culturales”. También se quejaba el comunicado de que no disminuyera el número 
de diputaciones plurinominales, lo que “parece haber sido convenido para satisfacer los 
intereses de los partidos políticos”. Como se verá infra, el proyecto enviado por el Go-
bernador planteaba disminuir de 18 a 8 los curules de vía plurinominal. No deja de ser 
curioso que un partido en formación defienda la disminución de escaños proporciona-
les, que son a los que tendría más fácil acceso397.

Con posterioridad a la promulgación del texto hubo cambios, algunos en la pro-
pia Constitución398 y otros que la afectan de manera indirecta, al aprobarse la nueva Ley 
de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Guerrero del 30 de junio 
de 2014 (en adelante LIPEG).

2. El por qué

Estudios sobre modificaciones constitucionales —sus causas y sus modalidades— 
no han sido muy abundantes en Ciencia Política, quizás por entender que todo ello co-
rrespondía disciplinariamente al Derecho Constitucional (Jon Elster, 1991,1994). Es un 
vacío que se ha ido llenando en parte por los trabajos del propio Elster y de otros como 
Gabriel Negretto (2008, 2009, 2012) 

Las constituciones cambian y lo hacen de varias maneras. La más radical consis-
te en su sustitución por otra distinta. Es lo que ocurre, habitualmente, tras un cambio 
de régimen399 o como consecuencia de una crisis política de especial trascendencia, por 

397 «http://www.morenaguerrero.com/2014/04/morena-pide-los-cabildos-rechazar.html#.U3OYR_mSzL», 
consultado el 14 de mayo de 2014.

398 A fines de Junio de 2014, el nuevo texto ya vivió su primera reforma, aunque de contenido poco sus-
tantivo, ya que se trató de una adaptación a los cambios derivados de la creación del INE, en concreto, de la 
manera de elegir a los integrantes de las instituciones electorales del Estado (Congreso de Guerrero, 2014b). 

399 Hay casos en los que el cambio de régimen, por ejemplo, de uno autoritario a uno democrático, impli-
ca el restablecimiento de la precedente constitución democrática derogada o congelada por el autoritarismo. 
Fue, por ejemplo, el caso de la última transición argentina. Según Barbara Geddes (v. en Negretto, 2008: 10) 
la restauración de una constitución previa o la promulgación de una nueva tras el período autoritario depende 
si el sistema de partidos que emerja es continuidad o no del anterior. 



617

ejemplo, la que provocó la transformación de la débil Confederación de Estados Uni-
dos al vigente —aunque claro que muy cambiado desde entonces— régimen federal. 
Otro caso relevante lo constituye el paso de la IV a la V República Francesa. En ambos 
ejemplos, la modificación fue total o, si se quiere, sustantiva, pues las nuevas disposi-
ciones algo heredaron de las precedentes400. En el caso de Guerrero, el cambio ha sido 
prácticamente total sin que, como suele ocurrir en la tradición mexicana, haya habido 
convocatoria del poder constituyente originario. La Constitución mexicana (y la gue-
rrerense, claro) y otras de América Latina, no prevén más vías de modificación que la 
reforma de los artículos o la adición de otros nuevos. En otras palabras, se puede modi-
ficar por completo el texto constitucional sin recurrir al poder constituyente originario. 

Las constituciones, como sabemos, también pueden cambiar sin ser sustituidas: 
las interpretaciones judiciales, por ejemplo, permiten a los textos constitucionales adap-
tarse a las sucesivas circunstancias sin que se recurra a la modificación formal o al so-
berano originario por la vía de una Asamblea Constituyente. De igual manera, posibles 
decisiones legislativas y ejecutivas pueden tener efectos y alterar el espíritu de la norma 
(Ackerman, 1991). De hecho, como lo señala Gabriel Negretto (2012: 749) otra po-
sible causa de cambios ocurre cuando los actores políticos carecen de capacidad para 
efectuar modificaciones a través de las enmiendas o la interpretación judicial401. En el 
caso de Guerrero no ha habido intervención del poder judicial local en asuntos consti-
tucionales, de manera que la vía de la interpretación no ha sido utilizada para los cam-
bios. Julio Bustillos (2009) incluye a Guerrero en su lista de Estados que, desde 2000, 
habrían alterado su constitución para albergar alguna forma de “control judicial de la 
constitucionalidad local, entre los que destacan el juicio de protección de derechos fun-
damentales (llamado frecuentemente “amparo local”), la controversia constitucional, la 
acción de inconstitucionalidad, la cuestión de inconstitucionalidad y la acción por omi-
sión legislativa”. Sin embargo, en un cuadro elaborado por el mismo autor en el trabajo 
citado, señala que en Guerrero no se habría llevado a cabo ninguna forma de control ju-
dicial de la constitucionalidad local. En realidad, existen dudas sobre que hubiere me-
canismos de control en la constitución anterior. Por ejemplo, en la propia Ley Orgánica 

400 El pasado sirve también como ejemplo de lo que no hay que hacer: “constitution makers are more in-
fluenced by past disasters than by past successes” (Elster, 1991: 478) 

401 Negretto (2012: 750) señala también que los cambios pueden ocurrir “when the constitutional regime 
has a power concentrating design. It is further argued that the frequency of amendments depends both on the 
length and detail of the constitution and on the interaction between the rigidity of the amendment procedure 
and the fragmentation of the party system”. No es el caso de Guerrero. El sistema de partidos no está frag-
mentado y la capacidad del Gobernador para articular consensos ha sido habitualmente elevada. Tampoco pa-
rece que el cambio se deba - al menos, no en términos relativos a la propia tradición política de Guerrero - a 
un entorno inestable que, como muestra el propio Negretto (2008) suele ser el detonante de los cambios cons-
titucionales en América Latina 
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del Poder Judicial de Guerrero no se establece ningún ámbito para casos de controver-
sia constitucional. De hecho, una de las novedades del texto era, justamente, la creación 
de una Sala Constitucional dentro del Tribunal Supremo de Justicia del Estado, pero 
la mención expresa a dicha sala desapareció en el debate parlamentario. La ausencia de 
mecanismos judiciales de revisión e interpretación no ha impedido la larga duración 
del texto ahora sustituido, al contrario de lo que suele ser habitual (Negretto, 2008: 26)

La sustitución de una constitución por otra o su revisión en profundidad pue-
den obedecer a su pérdida de funcionalidad en un contexto cambiante o a una variación 
fuerte en el equilibrio de poderes. Ejemplos del primer caso lo constituyen los reclamos 
para la reforma en México, en el ámbito federal, desaparecidos los poderes metaconsti-
tucionales del presidente y la persistencia de los gobiernos divididos desde 1997. Ejem-
plos del segundo han sido - y casi constituyen en sí mismos una “ola” de cambios - los 
sucesivos incrementos de los poderes presidenciales en América Latina, asociados con 
la irrupción de los gobernantes etiquetados como “bolivarianos”. 

Otra razón para el cambio está asociada con lo que se puede llamar “fetichismo 
constitucional”, esto es, la creencia errónea de que cambiando la Constitución cambia la 
realidad. Así, pese a la afirmación del gobernador Aguirre de que con la reforma cons-
titucional no habrá “más gobiernos estatales autoritarios, (porque) se ha eliminado la 
figura de Jefe de Estado, para dar mayor relevancia al equilibrio de poderes”402 no pa-
rece que tal cosa vaya a ocurrir a corto plazo y, desde luego, no por haber eliminado la 
figura de Jefe de Estado. 

Finalmente, hay casos en los que los cambios constitucionales se hacen para “in-
glés ver”, de manera que o bien ocultan la realidad o bien no regulan más que aparen-
temente los diferentes conflictos de poder. En los hechos, la política se guiaría por las 
prácticas informales de los políticos. Para inglés ver significa que se hace una ley para no 
cumplirla. Su origen es la presión británica a Brasil para que aboliera la esclavitud. Se 
aprobó una norma, en 1831, que declaraba libres a todos los africanos que desembarca-
ran en los puertos brasileños, pero todos y especialmente los que la votaron, sabían que 
no se iba a cumplir: para inglés ver, pues. 

Los cambios de la Constitución guerrerense no parecen deberse ni a un recla-
mo colectivo ni a causa de un rendimiento disfuncional del texto precedente (Negret-
to, 2012: 755), ni porque se convirtiera en un obstáculo para el desempeño de las tareas 
del gobernador sino, más bien, a la necesidad de adaptación a los cambios constitucio-

402 Afirmó también que gracias a la reforma ya no habría “más gobernadores y funcionarios impunes con 
poderes meta constitucionales, hoy mediante el referendo, el plebiscito y la revocación de mandato se legitima 
la fuente de todo poder público, que emana del pueblo de acuerdo con el Artículo 39 constitucional” El Sur 
de Acapulco, 25 de abril de 2014.
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nales llevados a cabo en la norma federal y a la voluntad del gobernador, y la pretensión 
de dejar un sello normativo a su periodo de gobierno, en lo que puede verse como una 
muestra del gobernante activista frente al gobernante gestor, actitud de la que ya hizo gala 
en su periodo como gobernador interino. 

En la retórica, claro, las cosas no son así, y en el considerando que precede a la ex-
posición de motivos se arguye una tradición libertaria y heroica de Guerrero que habría 
sido clave para la construcción de la nación y el Estado mexicanos en tanto que “epi-
centro de los movimientos libertadores contra toda estructura opresora del poder”. Así, 
“la historia del Estado de Guerrero se caracteriza por ser paradigmática. De su seno 
han brotado proclamas políticas e ideológicas cuya fuerza transformadora ha sido fuen-
te de inspiración para el avance libertario, democrático y social del pueblo de México”. 
Tras un recuento de los, según el gobernador, hechos históricos de la entidad y su con-
tribución a la historia mexicana, le atribuye al estado un hipotético “compromiso en la 
construcción de una República solidaria, igualitaria e incluyente, al ser el epicentro de 
los movimientos libertadores contra toda estructura de poder…”. Sus habitantes se ha-
brían destacado para demandar mejoras en sus “condiciones de vida” y para sentar “las 
bases para el desarrollo y el progreso de su pueblo”403. 

Dicho todo lo anterior, el que los cambios fueran adaptativos, por un lado, y re-
flejo de las querencias políticas y discursivas del gobernador por el otro, no significa que 
hayan sido irrelevantes. En concreto, se produjeron cambios en el diseño y en la rela-
ción de las instituciones, al igual que se incorporaron nuevas figuras y se desarrollaron 
otras que, en el texto reformado, estaban apenas enunciadas. De todo ello se da cuenta 
en los apartados que siguen.404

3. El qué

Un primer cambio destacable tiene que ver con su estructura formal, que perfec-
ciona algún aspecto y no tanto otro. El nuevo texto está mucho mejor estructurado que 
el precedente, de manera que se cumple con la técnica constitucionalista de agrupar en 

403 Claro que este tipo de retórica es bastante habitual en los procesos constituyentes, e incluso se reflejan en 
los preámbulos constitucionales o en el articulado. La primera constitución en español, la de Cádiz, establecía 
entre las obligaciones de los españoles la de ser “justos y benéficos”. En el texto del Gobernador hay también 
aires jeffersonianos al argumentar que “cada generación de guerrerenses expresa nuevos anhelos y aspiraciones”, 
de ahí que “de conformidad con sus carencias y necesidades (sic) el gobierno emanado de la voluntad popular 
[…] refrenda su compromiso de renovar el pacto político y social de los guerrerenses”. Recuérdese que Tho-
mas Jefferson defendía el derecho de cada generación a tener su propio texto constitucional.

404 Por razones de espacio, quedan fuera del análisis el diseño de las nuevas instituciones autónomas y, en 
algunos aspectos, las relaciones entre los poderes del Estado. 
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la primera parte de las Constituciones todo lo relativo a los principios que rigen el siste-
ma político —en este caso, el subnacional— y detalla los derechos y obligaciones, tanto 
de los ciudadanos como de los poderes públicos. En el texto sustituido ello no era así, y 
lo que convencionalmente se califica como partes “dogmática” y orgánica” de las cons-
tituciones, no quedaban suficientemente perfiladas.

Pero, por otro lado, la nueva Constitución incrementa el articulado de la prece-
dente, pasando de un texto con 126 artículos a uno con 200, esto es, más extensa que la 
propia Constitución mexicana. Sin que haya consenso absoluto sobre ello, en general se 
argumenta que una constitución extensa y, por tanto, detallista, es menos funcional que 
otra que se limite a enunciar los principios generales, los derechos y obligaciones que se 
establecen, los rasgos básicos de las instituciones y los mecanismos de reforma. Un tex-
to que se detiene en los detalles puede resultar rápidamente obsoleto405. La experiencia 
y longevidad de la Constitución de Estados Unidos, con sus siete artículos –alguno lar-
go, eso sí– abonarían a favor de constituciones no muy extensas. 

3.1. Los derechos

Los principios fundamentales del nuevo texto que, a su vez, definían los perfiles 
ideológicos que se pretendían para el Estado, estaban definidos en el Título I y, en es-
pecial, en el artículo 1ª, donde se establecía una definición según la cual “Guerrero se 
constituye en un Estado de Derecho, de carácter social y democrático”406. Una enuncia-
ción que luego fue levemente alterada por la Comisión, dando como resultado que Gue-
rrero “se constituye en un Estado de derecho, democrático y social”407. 

405 “Una buena Constitución no debe tener muchas páginas ni muchos artículos”, les aclaró la docto-
ra Hernández Martínez y criticó el hecho que los legisladores presumieron que de 126 artículos que tenía la 
carta magna de Guerrero, ahora tendría 205”. María del Pilar Hernández Martínez, catedrática del Instituto 
de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) «http://www.des-
pertardelacosta.com/index.php/estatales/5911-presentan-decreto-de-reforma-de-la-constitucion-de-guerre-
ro-es-como-un-ferrari-moderno-pero-inutil-dice-investigadora». La referencia a los 205 artículos es que tal 
era el número antes del texto definitivo. V. también Negretto (2008: 1)

406 A través de la Constitución Española, la expresión “Estado social y democrático de derecho” ha tenido 
una notable recepción en el constitucionalismo latinoamericano. V. Valadés (1998) y Eto y Palomino (2003). 
A su vez, el texto español se inspiró en la ley Fundamental de Bonn, según la cual “La República Federal de 
Alemania es un Estado federal democrático y social”.

407 Marcial Rodríguez Saldaña (El Sur de Acapulco, 26 de marzo de 2014) cree que pudiera haberse apro-
vechado para, en la línea de otros textos contemporáneos en sociedades similares, se reconociera asimismo el 
carácter pluriétnico del Estado. Rodríguez Saldaña considera también que la no cooficialidad de las lenguas 
indígenas —aunque haya compromiso de protección— hará que “en la práctica el español seguirá como única 
lengua”. Hay referencias al carácter plural del Estado en el artículo 8, aunque la redacción es algo extraña: “El 
Estado de Guerrero sustenta su identidad multiétnica, plurilingüística y pluricultural en sus pueblos origina-
rios indígenas (…) así como en sus comunidades afromexicanas”. Es verdad que este artículo abre la sección 
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Respecto del texto previo, el proyecto de Constitución presentado por el gober-
nador supuso una regulación y ampliación del catálogo de derechos reconocidos jurí-
dicamente. De hecho, en la Constitución ahora reformada, solo figuraba un artículo 
explícito (el 17) sobre los derechos –descritos como prerrogativas– de los guerreren-
ses. Estaban más codificadas las causas por las que se perdían los derechos, que los de-
rechos mismos. 

Por el contrario, en el proyecto gubernamental se listaban alrededor de 50 dere-
chos, desde los más clásicos, como los de la vida y la dignidad (Art. 2. 5. I, PG), a otros 
no tan comunes, como el de réplica ante “informaciones emitidas en su perjuicio” (Art. 
5. 2. X, PG) que se mantiene en el texto aprobado (Art. 5. XIV CEG). Además, el texto 
establecía —aunque no detallaba— la presencia de “derechos humanos de reconocimien-
to obligatorio; derechos humanos concurrentes; derechos humanos complementarios y 
derechos humanos de progresividad o nuevos derechos humanos”408. 

Tras su paso por el Congreso, el resultado es ambivalente. Por un lado, desapa-
reció la clasificación anterior y también quedaron fuera las referencias, (Art. 1. 3, PG) 
a la dignidad humana y la tolerancia y, en el apartado de los deberes del Estado, los de 
(Art.2. III, PG) promover la laicidad, si bien en el texto aprobado continúa el laicismo 
como “valor superior” del Estado. Se suprimió el artículo propuesto mediante el cual el 
Estado se comprometía a “[…] redistribuir equitativamente la riqueza” (Art.2. V, PG). 
También se quitó (Art. 6.2. I, PG) el derecho a la protección de las familias “en sus múl-
tiples manifestaciones o tipos” y el derecho de las madres solteras (Art. 6.2. XIV, PG) 
“a recibir apoyos complementarios para la manutención de sus hijos cuando carezcan 
de sustento familiar y medios económicos para ello”, y solo se mantuvo una referencia 
a las madres solteras dentro de las prioridades de la Comisión de Derechos Humanos 
(Art. 119 X, CEG)

Sin embargo, en lo referente a los derechos de los pueblos indígenas y afromexi-
canos, en el Congreso el texto incrementó su estatuto, al establecer una sección especí-
fica para los mismos que no figuraba en el proyecto, y que abarca de los artículos 8 al 
14. Lo regulado sigue, en general, las pautas establecidas por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos (en concreto el artículo 2) y los convenios suscritos 
por el país, como el 169409 de la OIT. En el ámbito electoral, la Constitución obliga a 

relativa a los derechos de los pueblos indígenas y afromexicanos, pero parecería que quienes no son miembros 
de tales pueblos no formarían parte de la “identidad multiétnica”. 

408 En general, se trata de un párrafo de voluntad garantista, aunque algo reiterativo. Sobre derechos hu-
manos de progresividad, v. Nikken (2010)

409 Ratificado por México en 1990, establece en su artículo 9.1 que deben respetarse los métodos tradicio-
nales de represión de los delitos usados por los pueblos indígenas en la medida en que sean compatibles con 
los derechos humanos. Una versión más amplia puede encontrarse en la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.
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los partidos a (Art. 37 V, CEG) “registrar candidatos preferentemente indígenas en los 
lugares en donde su población sea superior al 40% y garantizar la participación política 
de las mujeres conforme a sus usos y costumbres”410. Sin embargo, y así como en el caso 
de la equidad de género, de no cumplirse, el partido correspondiente quedaría sin re-
gistrar para las elecciones411, no hay normas coactivas que hagan cumplir lo establecido 
en la Ley electoral, según la cual “cuando la población indígena de un distrito o muni-
cipio sea superior al 40%, tendrán derecho de preferencia para ser postulados a cargos 
de elección popular” (Art. 272.II LIPEG).

Y, hablando de usos y costumbres, de especial interés y relevancia resulta el ar-
tículo 14 (CEG), según el cual “el Estado reconoce y garantiza las acciones de segu-
ridad pública y prevención del delito; de su sistema de faltas , sujetas a su reglamento 
interno, que no constituyan ilícitos tipificados en el Código Penal del Estado, y que im-
plementen los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, dentro de sus lo-
calidades, de acuerdo a sus prácticas tradicionales, cuyo seguimiento de acción se dará 
a través de su Policía Comunitaria o Rural, integradas por los miembros de cada co-
munidad y designados en Asamblea Popular o General” De esta manera se da rango 
constitucional a una práctica que ya había alcanzado estatuto legal en abril de 2011 con 
la aprobación de la ley 701, que reconocía la especificidad de las formas policiales co-
munitarias y del Consejo Regional de Autoridades Comunitarias-Policía Comunitaria 
(CRAC-PC) (Art. 37, ley 701). Sin embargo, la ausencia de referencia alguna a dicho 
Consejo en la nueva Constitución, parecería indicar la subordinación de la policía co-
munitaria al sistema de seguridad estatal, pero no deja de sorprender ese argumento, 
porque ya figura dicha subordinación en la propia ley 701. En su versión menos me-
surada, los críticos del texto constitucional argumentan que la intención verdadera es, 

410 Según la ley 701 que regula lo que regula, los municipios con más del 40% de población indígena son: 
Acatepec, Ahuacuotzingo, Alcozauca de Guerrero, Atenango del Río, Atlamajalcingo del Monte, Atlixtac, Ayut-
la de los Libres, Copalillo, Copanatoyac, Cualac, Chilapa de Álvarez, Huamuxtitlán, Igualapa, Malinaltepec, 
Mártir de Cuilapán, Metlatónoc, Olinalá, Ometepec, Quechultenango, San Luis Acatlán, Tlacoachistlahua-
ca, Tlacoapa, Tlapa de Comonfort, Xalpatláhuac, Xochistlahuaca, Zapotitlán Tablas y Zitlala. En relación con 
este asunto, se reconocen como derechos de los pueblos indígenas y afromexicanos “elegir, de acuerdo con sus 
normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a sus autoridades políticas o representantes, y garantizar la 
participación de las mujeres en condiciones de equidad, estimulando su intervención y liderazgo en los asun-
tos públicos” (Art. 11. III, CEG)

411 “Si de la verificación del registro de candidaturas se detectara que el número de candidaturas de un 
género excede la paridad, el Secretario Ejecutivo del Consejo General del Instituto apercibirá al partido po-
lítico o coalición para que sustituya el número de candidatos excedentes, dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes al de su notificación. En caso de que el partido político o coalición requerido no ajuste el exceso de 
género en sus candidaturas, el Consejo General del Instituto Electoral lo sancionará con la negativa a regis-
trar dichas candidaturas”. (Art. 274, LIPEG). En el caso de las cuotas de jóvenes, la norma remite a los esta-
tutos internos de los partidos. 
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tras lo ocurrido con las autodefensas en Michoacán, “desarticular a la institución de 
los pueblos originarios” 412. 

En sección aparte se constitucionalizan los derechos políticos, como los de “par-
ticipar en los procesos de referéndum, plebiscito y demás instrumentos de participa-
ción ciudadana (Art. 19. IV CEG)”. A su vez, en el inciso V se prevé la posibilidad de 
la iniciativa legislativa popular al ser posible presentarlas “ante el Congreso del Estado, 
con excepción de la materia penal y tributaria, en los términos que establezca la ley”. De 
igual manera, en una sección posterior, la dedicada a los partidos políticos, se regulan 
también algunos aspectos del derecho de participación política, poniendo especial én-
fasis en los mecanismos de acción afirmativa413. Así, son “obligaciones de los partidos 
políticos (Art. 37. III, CEG) “garantizar la igualdad de oportunidad entre hombres y 
mujeres (…) y (Art. 37. IV, CEG) “registrar candidaturas observando el principio de 
paridad (…) “en candidaturas a legisladores del Congreso del Estado y la integración 
de los Ayuntamientos” al igual que, como ya se vio, (Art.26 VI, CEG) “registrar can-
didatos preferentemente indígenas en lugares donde predomine la población indígena 
y a garantizar la participación política de las mujeres”. Ello se incorpora también a las 
obligaciones de los partidos políticos, entre las que están las de “registrar candidaturas, 
observando el principio de paridad, con fórmulas compuestas por personas del mismo 
género propietarios y suplentes (Art. 37 IV CEG)”. El principio de paridad de género 
se extiende también a los integrantes de los tribunales (Art. 97. 6, CEG) y a los Órga-
nos Autónomos, en una redacción, en este caso, algo más cautelosa dado que los proce-
dimientos de integración deberán respetar “los principios de (…) equidad de género y, 
progresivamente, el principio de paridad” (Art. 112. 3 CEG). Pero para el ejecutivo solo 
“se observarán los principios de (…) equidad de género e igualdad de oportunidades” 
(Art. 87 2. CEG). Es decir, el texto constitucional diferencia en intensidad los concep-
tos de equidad y de paridad, como hace la Real Academia de la Lengua Española, una 
institución, por cierto, poco paritaria 414.

En la discusión posterior sobre la ley electoral se planteó un fuerte debate por las 
candidaturas a las alcaldías, cuya paridad de género fue rechazada por el Congreso, reve-

412 V. Magdalena Gómez en El Sur de Acapulco, 8 de abril de 2014. De hecho, bajo el impulso de Morena, 
algo más de 5000 ciudadanos presentaron el 9 de julio un amparo contra la Constitución. En relación con la 
pertinencia jurídica de las policías comunitarias y su diferencia con los grupos de autodefensa, v. Netzaí Sando-
val Ballesteros, 2013, “La Constitucionalidad de las policías comunitarias en Guerrero” en «http://contralinea.
info/archivo-revista/index.php/2013/03/03/la-constitucionalidad-de-las-policias-comunitarias-de-guerrero/». 

413 Patricia Begné (2011: 11) define acción afirmativa como el conjunto de aquellas actuaciones “positivas 
que reducen o eliminan prácticas discriminatorias contra sectores excluidos de la población tales como muje-
res, o grupos étnicos o de cierta preferencia sexual”.

414 Así, paridad sería “Igualdad de las cosas entre sí.” Mientras que equidad sería “disposición del ánimo 
que mueve a dar a cada uno lo que merece”. V. En Real Academia Española, http://www.rae.es/ 



624

lando de nuevo las dificultades para el establecimiento de cuotas en candidaturas uninomi-
nales (Krennerich, 2009; Kostadinova, 2007)415 Es verdad que la lista no es formalmente 
“uninominal” pero dado que el hipotético alcalde o alcaldesa sería quien ocupase el primer 
lugar de la lista más votada, en la práctica lo es. Al igual que ocurre con las candidaturas 
uninominales al Congreso, el asunto reside en decidir qué distritos (o qué ayuntamien-
tos) se reservan para las candidaturas de mujeres.416

En cuanto se refiere a la protección de los derechos, el nuevo texto evita una 
anomalía del precedente, según el cual (Artículo 76 Bis) “existirá una Comisión de 
Derechos Humanos dentro del Poder Ejecutivo para la defensa y promoción de las 
garantías constitucionales, vinculada directamente a su Titular. (…) La Ley que cree 
y organice la Comisión garantizará su autonomía técnica”. El Presidente de dicha 
Comisión, por su parte, era nombrado por el gobernador, aunque su nombramiento 
debería ser aprobado por el Congreso y era inamovible, en circunstancias normales, 
hasta su jubilación. 

Ahora es un Organismo Autónomo y no solo técnicamente, ya que deja de per-
tenecer al Poder Ejecutivo417. La Constitución regula en su título 9 secciones I y II las 
características generales de los denominados “órganos autónomos del Estado”, que el 
propio título 9 desarrolla en sus capítulos posteriores418. En concreto, el nombramiento 
de sus integrantes pasa a ser ahora responsabilidad del Congreso del Estado, por mayo-
ría cualificada de 2/3. Ello ocurre con quienes formen parte del resto de los organismos 
autónomos, con excepción de los del Instituto Electoral y de Participación Ciudadano 

415 De hecho en el ahora derogado Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (Art. 
219.2) se  excluía el cumplimiento de la cuota de género para las candidaturas de mayoría relativa “que sean 
resultado de un proceso de elección democrático”. En la vigente Ley General de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales tal exclusión desapareció, pero así como en “las listas de representación proporcional […] se 
alternarán las fórmulas de distinto género (Art. 234)” en las candidaturas uninominales solo se establece que 
habrán de salvaguardar la paridad de géneros” Sobre este asunto y la discusión mantenida en el pasado por el 
Tribunal Electoral y la Suprema Corte de Justica, v. Ibarra Cárdenas (2013)

416 La ley electoral posterior estableció que la candidatura a síndico “deberá ser de género distinto a presi-
dente, continuando la alternancia en la lista de regidores que se iniciará con un candidato de género distinto al 
síndico o segundo síndico” (Art. 114, XVIII, LIPEG)

417 Al igual que el resto de los órganos autónomos del Estado, deberá actuar (art. 105) con “imparcialidad, 
objetividad”, etc. Igualmente, se establece que queda garantizada no solo su autonomía técnica sino también 
“de gestión, organización, funcionamiento y decisión” (art. 106 III) 

418 Una posición crítica a la proliferación de órganos autónomos en el ámbito federal, pero extrapola-
ble a los Estados, es la de Diego Valadés, “El diseño de los nuevos órganos constitucionales y su autonomía 
ante los poderes a través de los cuales el pueblo ejerce su soberanía, son una distorsión constitucional que 
se origina en la desconfianza acerca de cómo se practica el poder en México. La ausencia de controles po-
líticos eficaces generó esta deformación. Como consecuencia una parte voluminosa de la burocracia se ha 
autonomizado de los órganos con relación a los cuales los ciudadanos tenemos derecho de decisión”. En Re-
forma, 27 de mayo de 2014. 
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del Estado de Guerrero (nombre que toma el antiguo Instituto Electoral del Estado de 
Guerrero) y de los magistrados del Tribunal Electoral del Estado, cuyo nombramiento 
corresponde a instancias federales.

3.2. La integración de los órganos de representación

El proyecto presentado por el Gobernador no se apartó de la opinión dominante 
respecto de la necesidad de disminuir —cuando no suprimir— los diputados por la vía 
de la representación plurinominal, de modo que propuso bajar de 18 a 8 el número de 
diputados a elegir de este modo. El asunto dio lugar a algunos debates en la prensa local. 
Sin embargo, se echaron en falta dos argumentos contundentes: los diputados propor-
cionales permiten una composición de la Cámara más plural y, por tanto, más represen-
tativa y es la vía más fácil de fomentar la equidad de género o la deseable integración 
de indígenas y afromexicanos. En especial es el caso de las mujeres, ya que si se fijara 
como obligatoria la presencia de igual número de candidatas en los distritos uninomi-
nales, nada impediría que fuesen situadas por las elites partidistas en aquellos distritos 
donde a los respectivos partidos les va peor. En el caso de los indígenas y los afromexi-
canos, por mucho que la Constitución diga lo que diga, los partidos siempre pueden ar-
güir que se respetó la igualdad de oportunidades

El hecho de que en México, a diferencia de otros sistemas electorales mixtos, el 
votante solo emita su voto para los candidatos uninominales, hace que se argumente 
que quienes obtienen su escaño por la vía plurinominal no han sido realmente vota-
dos y que se trata de diputados de menor categoría. Tanto es así que la propia Cons-
titución de Guerrero se ve obligada, en el texto aprobado por el Congreso (Art. 45, 
CEG), y tras referirse a las dos vías de acceso, que los electos por ambas “gozarán del 
mismo estatus jurídico sin diferencia alguna en el ejercicio de la función representa-
tiva y deliberativa”.

Pese al descrédito generalizado de los diputados plurinominales, el Congreso no 
tomó en consideración la propuesta gubernamental y mantuvo tanto el total de diputa-
dos como su diferente proporción en las vías de acceso, esto es, 28 de mayoría relativa 
por distritos uninominales y 18 de circunscripción plurinominal419. Uno de los argu-
mentos utilizados hizo referencia a decisiones de la Suprema Corte de Justicia (2009), 

419 Los partidos, para poder acceder al reparto proporcional, deben presentar candidatos de mayoría simple 
en al menos 15 de los 28 distritos. La barrera legal se sitúa en el 3 por ciento. (Art. 48. I, CE). En el caso de 
Guerrero, donde el Congreso que promulgó la nueva Constitución tiene un 27% de representación los partidos 
minoritarios, se cumple la afirmación de Gabriel Negretto (2088: 135) según la cual “as the hypothesis that as 
the distribution of partisan power in the constituent body becomes less concentrated, constitution makers tend 
to opt for more inclusive electoral rules”. 
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frente propuestas de reducción similares, en las que el Tribunal arguyó que la ratio es-
tablecida en la Constitución mexicana para la integración de la Cámara de Diputados 
(60/40 por las vías uninominal y proporcional) era el referente federal para todas las 
constituciones locales. 

Siguiendo las pautas federales, la ley mantiene el límite de sobrerrepresentación 
del 8 por ciento, según el cual ningún partido podrá obtener un número de diputados 
por las dos vías que supere en 8 puntos “su porcentaje de votación emitida” (Art. 13 
LIPEG), salvo que los adquiera exclusivamente por la vía uninominal. Sin embargo, y 
respecto de la norma anterior se incorpora una cláusula establecida en la Constitución 
Federal (Art. 116. II) según la cual “el porcentaje de representación de un partido po-
lítico no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho 
puntos porcentuales”.

Se mantuvo la idea expresada en la iniciativa del Gobernador de atribuir a un di-
putado electo por el principio de representación popular el “carácter de migrante o bi-
nacional, que será electo conforme lo determine la ley electoral del Estado”420. Guerrero 
se sumó así a los estados de Chiapas, Zacatecas y Durango, que también han estableci-
do dicha figura.

La regulación de dicho diputado es muy vaga en el texto constitucional y se re-
mite al desarrollo de la normativa electoral421. En la nueva Ley de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales del Estado de Guerrero, el diputado migrante o binacional 
“corresponderá al partido político que obtenga el mayor número de diputaciones de re-
presentación proporcional, salvo que se asigne el mismo número de diputados de re-
presentación proporcional a dos o más partidos políticos la asignación se hará al partido 
político que obtenga el menor número de votos de los partidos políticos empatados”. Al 
margen de los problemas de redacción, parece que la figura no fue del agrado de los re-

420 Y el artículo 46, que hace referencia a los requisitos para ser candidato, se señala que (IV) “En caso de 
ser migrante, acreditar la residencia binacional, en los términos estipulados por la ley”. En la iniciativa del Go-
bernador (Art. 43), la referencia es también algo imprecisa: “La asignación del diputado migrante se sujetará 
a lo siguiente: I. Los partidos políticos o coaliciones postularán una candidatura para los migrantes que resi-
dan en el extranjero y fuera del Estado”. 

421 El Congreso ya descartó la idea, propuesta por algunas comunidades de migrantes, de crear un distri-
to electoral específico en el que estuvieran registrados los residentes en el exterior o que, de no ser así, tuvieran 
alguna influencia en su nominación. Por lo que se deduce de la ley electoral, los partidos en realidad tendrían 
que presentar dos listas plurinominales y de una de ellas se extraería el diputado migrante: “Para la asignación 
de diputados por el principio de representación proporcional, que corresponda a cada partido político con-
forme al artículo que antecede, los partidos políticos registraran una lista de candidatos a diputados de repre-
sentación proporcional y una lista de candidatos a diputado migrante o binacional (…) (Art. 18 LIPEG). La 
norma detalla los rasgos que deberán tener los candidatos, entre los que figuran la residencia binacional o que 
“haya realizado acciones de promoción de actividades comunitarias o culturales entre la comunidad migran-
te”, sea lo que fueren tales acciones. 
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presentantes mayoritarios en la Cámara, ya que, finalmente, en una disposición transitoria 
(la octava) se resolvió que no habría diputado migrante hasta las elecciones de 2018422. 

Las otras novedades establecidas por la reforma de la Constitución están en la línea 
de los cambios ocurridos en el ámbito federal. En primer lugar, y a diferencia de la inicia-
tiva del Gobernador, que en su artículo 46 señalaba que “los diputados al Congreso del 
Estado no podrán ser reelectos para el período inmediato” el texto aprobado por el Con-
greso establece la posibilidad de reelección de los diputados, (Art. 45, CEG) “de manera 
consecutiva hasta por cuatro períodos”, a diferencia de Presidentes municipales y síndicos, 
que solo podrán reelegirse una vez. La ley electoral (Arts. 13 y 14, LIPEG) precisa que la 
postulación “solo podrá hacerse por el mismo partido o por cualquiera de los partidos in-
tegrantes de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdi-
do su militancia antes de la mitad de su mandato”. Una manera interesante de limitar las 
posibilidades del transfuguismo, en la línea de lo establecido por la Constitución federal 
(Art. 59). Otra restricción, que se asocia con la ya señalada baja valoración de los diputados 
de acceso plurinominal, es que no podrá haber reelección por esta vía (Art. 13, LIEPG) 

En segundo lugar, se instituye la posibilidad de presentación de candidaturas in-
dependientes para todos los cargos en disputa, salvo en las listas plurinominales para el 
Congreso (Art. 32 b, LIPEG). La ley electoral estableció en el 3% el mínimo de ava-
les para poder concurrir423. Y, como ocurre con los avales requeridos para el registro de 
los partidos, los apoyos deben estar distribuidos territorialmente. Sin embargo, hay dos 
diferencias. Al igual que ocurre en el ámbito federal, el porcentaje fijado es superior al 
exigido para el registro de un partido político local (0,26% del padrón) si bien la distri-
bución de los apoyos puede estar más concentrada, ya que solo se exige avales en la mitad 
de los municipios (para la candidatura a gobernador) frente a los dos tercios en el caso 
de los partidos424. Así, “la candidatura independiente a gobernador tiene que recibir al 
menos el 3% de los apoyos en al menos 41 municipios de la entidad (Art. 39 LIPEG)”. 
El uso del singular no es inocente. Solo se podrá registrar un candidato independiente 

422 Según informaciones de prensa, los grupos internos del PRD, en su expectativa de que su partido fuera 
en el más votado en las próximas elecciones, no estarían dispuestos a “ceder” un espacio al diputado migrante, 
tal y como señala la ley electoral (Art. 17. VIII, LIPEG) V. El Sur de Acapulco, 30 de junio de 2014. La dis-
posición por la que se retrasa el establecimiento de la figura fue recurrida y el presidente de la Comisión de 
Atención a Migrantes del Congreso, Roger Arellano Sotelo, junto a 18 diputados más, presentó una acción de 
inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) para que la figura del diputado 
migrante entre en funciones en el 2015. La acción fue posteriormente desestimada por “manifiesta improce-
dencia”. V. El Sur de Acapulco, 8 de agosto de 2014.

423 El 3% del padrón (2, 532,223) para la elección a gobernador es 76.000, en números redondos.
424 “De todos los aspirantes a un mismo cargo de elección popular, solamente tendrá derecho a registrarse 

como candidato independiente aquel que de manera individual, por fórmula o planilla, según sea el caso, ob-
tenga el mayor número de manifestaciones de apoyo válidas y supere el porcentaje mínimo antes menciona-
do” (Art. 53, LIPEG). 
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por cargo en disputa, salvo en las planillas municipales, a su vez única. “En lo que a fi-
nanciación se refiere, las candidaturas independientes se regirán por los mismos crite-
rios que si se tratara de un partido de nueva creación (Art. 60, 74, 75 y 78, LIPEG) Y, 
como ocurre en el ámbito federal, la financiación solo se adquiere después de haber cul-
minado con éxito el proceso de registro (Art. 42, LIPEG). El independiente, por cier-
to, no puede dejar de serlo si quiere volver a presentarse (Art. 45, CEG) como ocurre 
–ya se dijo– con los diputados de partidos. 

El legislativo de Guerrero hizo uso de la posibilidad abierta en la Ley General 
de Partidos Políticos (Art. 85.5) mediante la cual las entidades federativas pueden “es-
tablecer en sus Constituciones Locales otras formas de participación o asociación de 
los partidos políticos con el fin de postular candidatos” y constitucionalizó las llamadas 
“candidaturas comunes” (Art. 35.3 CEG). En cualquier caso, y en lo que pareció tener 
como destinatario a Morena, se incorporó un párrafo al artículo original mediante el 
cual los partidos con nuevo registro no podían articular candidaturas comunes mientras 
no hubieran “participado de manera individual en un proceso electoral local” (Art. 35.6 
CEG y Art. 151 LIPEG). Tal y como estaba pensado, a diferencia de las coaliciones 
donde los partidos pequeños son protegidos por los grandes, las candidaturas comunes 
no comparten los votos de los partidos ni media convenio de coalición y, en palabras del 
diputado Mario del Carmen, de Movimiento Ciudadano, cada uno “se tiene que rascar 
con sus propias uñas porque tienen que defender sus votos con su emblema y prerroga-
tivas como si fueran con un candidato propio”425.

El impulso dado por la legislación federal respecto de habilitar el derecho al voto 
para los mexicanos en el exterior (todo el Libro Sexto de la LGIPE) tuvo también su 
reflejo en la legislación guerrerense, de modo que (Art. 404, LIPEG) “los guerrerenses 
que se encuentren en el extranjero podrán ejercer su derecho al sufragio para Goberna-
dor del Estado”. Lamentablemente, su desarrollo se ha pospuesto hasta 2021 (Transi-
torio Noveno, LIPEG). 

3.3. Los mecanismos de democracia directa

El texto constitucional promulgado mantiene entre los derechos y obligaciones de 
los ciudadanos guerrerenses los de participar en los procesos de referéndum y plebisci-
to e incorpora la revocación de mandato, “y demás instrumentos de participación ciu-
dadana” (Art. 19. 1 IV y 3. IV, CEG)426. Entre estos “demás” estarían, en su caso, los 

425 El Sur de Acapulco, 3 de abril de 2014: “Imponen PRD y PRI una cláusula que impedirá al partido de 
López Obrador candidaturas comunes en el 2015”

426 La primera vez que en Guerrero se establecieron formas de democracia directa fue a raíz de la refor-
ma constitucional impulsada por el entonces gobernador José Francisco Ruiz – Massieu, a fines de los años 
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mecanismos comunitarios de los pueblos indígenas y afroamericanos (Art. 11, CEG) 
y de manera más general el derecho a la iniciativa legislativa popular, establecido en el 
artículo 65. VII, que lo consagra, “con excepción de las materias penal y tributaria en 
los términos que establezca la ley”. De hecho, en Guerrero ya había un reconocimiento 
de la iniciativa legislativa popular, establecido en la Ley Orgánica del Congreso (Art. 
126. 5) y, entre los derechos de los ciudadanos en la Constitución ahora reformada es-
taba el de “participar en el proceso de iniciativa popular” si bien, y paradójicamente, en 
el apartado referido a la iniciativa legislativa, esta quedaba limitada al Gobernador y a 
los Diputados, además de al Tribunal Superior de Justicia y a los Ayuntamientos en el 
ámbito de su competencia. Esta anomalía queda resuelta, como se ha dicho, en la nueva 
Constitución. En este mismo ámbito, la Constitución recoge la influencia del texto fe-
deral al incorporar la iniciativa legislativa preferente por parte del Gobernador, que po-
drá hacerlo en dos iniciativas por cada periodo ordinario de sesiones (Art. 65.2, CEG)

En el texto legal no se especifica qué se entiende por plebiscito y qué por referén-
dum. Sin embargo, la exposición de motivos de la Ley de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales del Estado de Guerrero señala que el referéndum refiere a la aceptación 
o rechazo de una propuesta legislativa, mientras que con el plebiscito se pregunta a los 
ciudadanos sobre una acción de gobierno. Conviene precisarlo, porque en el constitu-
cionalismo latinoamericano no hay consenso sobre el sentido de ambas consultas. En 
la legislación de algunos estados se precisa así (Congreso de Veracruz, 2008), mientras 
que la norma federal se limita a hablar en general de “consultas populares”. De hecho, 
si nos fijamos en el artículo 35. VIII. 3 de la Constitución federal, que establece sobre 
qué no puede haber consulta, parecería que ello es posible –con el nombre de consulta 
popular– tanto respecto de normas jurídicas como de decisiones ejecutivas. Y ello que-
da ratificado en la Ley Federal de Consulta Popular, donde no aparecen los conceptos 
de plebiscito o referéndum.

La figura de la revocación del mandato427, uno de los mecanismos propuestos 
recurrentemente por el Gobernador, ya desde la campaña para su cargo y casi el mo-
tivo central de su campaña, ha vivido un recorrido bastante azaroso. En la propuesta 
del Gobernador, pese al énfasis dado en declaraciones públicas, apenas había alguna 
referencia –en el artículo 58. XVI– según el cual el Congreso aprobaría la revocatoria 
del mandato de los integrantes de un Municipio. En el proyecto elaborado por la Co-

90 del siglo pasado. No se reglamentaron y no fueron usadas, salvo una consulta sobre agua potable en Chil-
pancingo. V. Garza (2008: 21)

427 Estados Unidos es el país donde esta figura se ha usado de manera más frecuente, si bien en el ámbi-
to subnacional. La posibilidad de revocar el mandato a electos nacionales (parlamentarios e incluso presiden-
tes) se ha incorporado recientemente a las constituciones de Venezuela, Ecuador, Colombia y Panamá). Sobre 
el uso de la revocación en Estados Unidos V. Paolo Ronchi (2009)
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misión, las referencias a la revocación eran todas indirectas (Art. 56) de manera que 
solo figuraba el hecho de que los diputados “tendrían expedito el recurso para impug-
nar ante la Sala Constitucional el procedimiento de la revocación de su mandato”. En 
el texto final, además de la desaparición ya señalada de la Sala Constitucional, la revo-
cación de mandato quedó fijada, como se vio al principio de este apartado, en el artí-
culo 19. No hay mayores precisiones en el resto del articulado, como tampoco las hay 
en la posterior Ley Electoral, en la que no consta ninguna referencia a la figura, lo que 
permite concluir —a la espera de una hipotética legislación posterior específica— que 
la revocación de mandato está bastante lejos en el horizonte político y jurídico del Es-
tado de Guerrero428.

CONCLUSIONES

Es prematuro, obviamente, evaluar cuál pudiera ser el impacto de los cambios 
constitucionales llevados a cabo en el Estado de Guerrero como consecuencia de las 
reformas y adiciones aprobadas. Además del necesario despliegue de la legislación se-
cundaria —piénsese en todo lo que tenga que ver con el desarrollo legislativo de los 
mecanismos de democracia directa y, en especial, de la iniciativa legislativa popular— 
también tendrá impacto, como en cualquier régimen político, la adaptación de los actores 
y las instituciones a los cambios, y los posibles márgenes de interpretación que siempre 
existen. Sin embargo, del texto recién promulgado ya pueden obtenerse conclusiones, 
alguna de ellas tentativas. 

En primer lugar, hay una clara mejora de las cuestiones formales en el nuevo tex-
to. A pesar de ciertas deficiencias en sintaxis, la estructura es más acorde con las pau-
tas dominantes del constitucionalismo en cuanto se refiere a la agrupación temática y 
sustantiva de los artículos. Pero su elevada extensión, por otro lado, le resta agilidad y 
capacidad de adaptación. Algunos de los artículos pudieran haberse remitido a la legis-
lación derivada. Y, sin embargo, no se explica muy bien que se haya suprimido la re-
ferencia explícita al establecimiento de la Sala Constitucional del Tribunal Superior de 
Justicia. En el criterio de los autores de este trabajo, el control de la constitucionalidad 
y la tutela de los derechos de los ciudadanos es uno de los elementos centrales de una 

428 Alguno de los argumentos usados en contra de la inclusión de la figura son cuando menos discutibles. 
Por ejemplo, el presidente estatal del PRD, Carlos Reyes se negó a apoyarla argumentando que “esa figura po-
dría utilizarse con fines políticos (sic) porque los adversarios de un gobierno siempre estarían en la dinámica 
de iniciar un procedimiento de revocación de mandato”. El Sur de Acapulco, 27 de marzo de 2014. Bueno, bas-
ta con que se establezca que la revocatoria solo puede convocarse una vez, y transcurrida una parte sustantiva 
del mandato, y establecer un mínimo razonable de firmas que lo soliciten para que no se use “siempre”. Y de 
hecho es la forma en la que se regula en Chihuahua (Garza, 2008: 25)
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democracia de calidad, y debería tener el rango legal más elevado. Y, hablando de dere-
chos, el nuevo texto constitucional supone un notable avance respecto del pasado, tanto 
por la amplitud e intensidad del reconocimiento formal de derechos como por la mejo-
ra en los mecanismos de garantía por medio de los cambios llevados a cabo en la Comi-
sión de Derechos Humanos. 

A medias entre la formalidad y la sustancia, el Congreso de Guerrero ha hecho 
un buen trabajo adaptando el texto local a los cambios habidos en la legislación federal. 
En especial, al permitir la reelección de diputados y autoridades municipales, frente a la 
propuesta enviada por el gobernador, que no la autorizaba. Hace ya algunos años que, 
con su particular agudeza, Giovanni Sartori alentó sobre los inconvenientes de la prohi-
bición de que los legisladores pudieran profesionalizarse. Y, si bien se mantienen algunos 
límites opinables —el tope de los doce años o la prohibición de la reelección plurinomi-
nal— al menos ya no será del todo cierta la afirmación del politólogo italiano según la 
cual un diputado mexicano es alguien que se pasa tres años buscando empleo. Dicho en 
términos de calidad democrática, la reelección favorecerá la rendición de cuentas y hará 
que los diputados uninominales y los presidentes estén más pendientes de sus electores. 
También asociado con la calidad de la democracia está la decisión del Congreso del Es-
tado de no disminuir la ratio entre diputados por las dos vías. Como se argumentó en 
el texto, las candidaturas plurinominales son, si no el único mecanismo, el más sencillo 
de los que hacen posibles acciones afirmativas y, en eso sí las únicas, que, a partir de un 
número de alto curules en juego, como es el caso de los 18 de Guerrero, permiten la in-
tegración de las minorías políticas. 

Menos trascendencia tiene, a nuestro juicio, y tanto aquí como en el ámbito fede-
ral, la legislación que permite la presentación de candidaturas independientes. Más allá 
de que coincidamos con José Woldenberg (“Los candidatos independientes son parti-
dos políticos que no se atreven a decir su nombre”429) la regulación es bastante restric-
tiva de modo que lo más probable, como muestra la experiencia comparada, es que los 
candidatos independientes tengan sus mayores posibilidades en municipios poco pobla-
dos donde, por lo demás, la figura tiene más sentido. 

No está claro el papel que pueden desempeñar mecanismos como el referéndum 
y el plebiscito en la mejora de la calidad de la democracia. Para Sartori (2005), en una 
serie de metáforas de defensa apasionada de la sustancia representativa de la democra-
cia moderna, no es lo mismo leer un libro (votar para elegir a un decisor) que escribirlo 
(decidir sobre asuntos complejos) o defenderse uno mismo en un juicio que contratar un 
buen abogado. Una posición más matizada es la de Leonardo Morlino (2007: 8) para 
el que “elementos de democracia directa entran en la evaluación de la calidad más alta 

429 En Reforma, 21 de enero de 2010. 
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de una democracia”. Pero eso no implica “hacer de la democracia directa la expresión 
más alta de la calidad democrática e ignorar la experiencia centenaria de la democracia 
representativa”. En cualquier caso, la revocación de mandato pudiera cumplir un papel 
importante, en cuanto que, bien regulado, configuraría un mecanismo de rendición de 
cuentas latente, un sistema de premios y sanciones. 

Finalmente, y retomando los términos usados al principio de este trabajo, ¿se 
trata de una constitución de “inglés ver”? O, como decimos en el título ¿un brindis al 
sol? Si la comparamos con los propósitos enunciados por el gobernador al presentar su 
propuesta (“un nuevo pacto social que transforme de raíz las condiciones políticas, eco-
nómicas y sociales que han prevalecido en nuestra entidad durante décadas”) ni esta ni 
ninguna otra pudiera cumplir tan altos fines. Sin embargo, las modificaciones no son 
irrelevantes. Una referencia clásica, la Teoría de la Constitución de Karl Loewenstein 
(1986: 216 - 218), como es sabido agrupa a las constituciones en función de su enca-
je con las sociedades para las que han sido promulgadas. Así, pueden distinguirse en-
tre constituciones normativas, semánticas y nominales. En las primeras, la dinámica 
del poder se adapta a lo que la constitución establece y el texto regula con alguna efi-
cacia el comportamiento de los actores. Esto es, se trata de un traje que sienta bien y 
que encaja con el cuerpo político. La constitución semántica es pura palabra que solo 
sirve dar una pátina de legalidad a los comportamientos arbitrarios y la dinámica polí-
tica bajo ellas es equivalente a que no hubiera constitución alguna. En realidad, no es 
un traje, sino un disfraz.

Por último, una constitución nominal le queda holgada al cuerpo social que, en el 
mejor de los casos, acabará desarrollándose para fijarse al marco legal. Estas constitu-
ciones pueden tener una función educativa y aspirar, algún día, a transformarse en nor-
mativas. La nueva Constitución guerrerense puede catalogarse dentro de este modelo: 
con el desarrollo legislativo adecuado y con las modificaciones socioculturales en curso 
pudiera terminar regulando razonablemente bien la vida política del Estado.
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